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ABSTRACT 

In the last 150 years, Spain has had a turbulent political history. What has been the impact on social 

policy? Democracy had a positive effect on both the levels and the long-run trend of social spending. In 

fact, the transition from a traditional regime (with low social spending levels) to a modern regime (with 

high social spending levels) started with the advent of democracy in 1931. Franco’s dictatorship, 

however, reversed this trend change, leading to a delay in the definitive growth of social spending in 

Spain. At the same time, the effect of left-wing parties was statistical significant only in the 30s (before 

the Keynesian consensus) and during the Restoration period (when the preferences of the lower 

income groups were systematically ignored). 
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RESUMEN 

En el último siglo y medio, España ha tenido una convulsa historia política. ¿Cuál ha sido el impacto sobre 

la política social? La democracia tuvo un efecto positivo tanto sobre los niveles como sobre la tendencia 

a largo plazo del gasto social. Con la llegada de la democracia en 1931 se inició, de hecho, la transición 

de un régimen tradicional (con bajos niveles de gasto social) a un régimen moderno (con altos niveles 

de gasto social). La dictadura franquista, sin embargo, revirtió este cambio de tendencia, retrasando el 

crecimiento definitivo del gasto social en España. Al mismo tiempo, el efecto de los partidos de 

izquierdas solo fue estadísticamente significativo en los años 30 (antes del consenso keynesiano) y en 

el periodo de la Restauración (cuando las preferencias de los grupos de renta baja eran ignoradas 

sistemáticamente).  

Palabras clave: Estado del Bienestar, Dictadura, Democracia, Redistribución, España, Historia de la 

política social. 
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RÉGIMEN POLÍTICO Y GASTO SOCIAL EN ESPAÑA:  

UN ANÁLISIS DE SERIES TEMPORALES (1850-2000)1 

 

 

 

1.- Introducción 

Polanyi (2001[1944]) describió la historia social de los siglos XIX y XX como el resultado 

de un doble movimiento. El de una expansión sin precedentes de los mecanismos de mercado, 

y el del desarrollo paralelo de “una red de medidas y políticas (…) diseñadas para limitar la 

acción del mercado en relación al trabajo, la tierra y el dinero” (p. 79). Este proceso, añadía, 

“podía ocurrir en una gran variedad de formas, democrática y aristocrática, constitucional 

y autoritaria” (p. 259). Sin embargo, todavía hoy no existe consenso sobre el impacto del 

régimen político en el desarrollo de la política social. Inicialmente, uno esperaría que la 

ampliación del derecho a voto y el avance de la democracia tuviesen un efecto positivo, como 

sugieren Lindert (2004) y Haggard y Kaufman (2008). Sin embargo, también existen 

ejemplos de desarrollo de la política social bajo gobiernos no democráticos, como la 

Alemania de Bismark. De hecho, Mulligan et al. (2010) y Cutler y Johnson (2004) consideran 

que las dictaduras también tienen incentivos para aumentar el gasto social, ya sea por motivos 

de eficiencia económica o para conseguir legitimidad política. En España, el desarrollo de la 

política social tuvo lugar en medio de una convulsa historia política, donde se sucedieron 

periodos de sufragio censitario, de sufragio universal masculino, de dictadura y de 

democracia; lo que la convierte en un interesante caso de estudio. Seguramente, la diferencia 

más importante con Europa occidental surgió después de la II Guerra Mundial; cuando la 

democracia se consolidó en la mayoría de países europeos, mientras que en España la 

dictadura franquista se alargó hasta 1976/77. Según Tusell (2005), “si existe una ruptura 

crucial en la historia de España fue la que se produjo [durante la dictadura franquista] 

después de la guerra civil” (p. 11). Conviene, por tanto, preguntarse cómo afectaron estas 

particularidades históricas al desarrollo de la política social, y qué lecciones pueden extraerse 

a partir del caso español sobre la relación entre régimen político y expansión del gasto social. 

Para responder a estas preguntas se ha examinado mediante un análisis de series temporales 

la relación entre el régimen político y la expansión del gasto social en España en el periodo 

                                                           
1 Agradezco los comentarios de Marc Badia, Yolanda Blasco, Anna Carreras, Alfonso Herranz, Chris Minns, 

Jerònia Pons, Javier San Julián, Margarita Vilar, y los participantes en el I CIBERELAH, y el seminario de 

historia económica de la Universidad de Zaragoza. Leandro Prados de la Escosura compartió amablemente 

conmigo sus datos sobre Gini en España. Como siempre, los errores son solo responsabilidad del autor. Se 

agradece asimismo la financiación de los proyectos ECO2015-65049-C2-2-P (MINECO, FEDER, UE); 

HAR2013-41121-P (MINECO) y la Xarxa d’Economia i Polítiques Públiques. 
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1850-2000. El análisis del caso español es interesante porque, como se ha dicho, España 

atravesó numerosos cambios en el régimen político entre 1850 y 2000. Además, el avance de 

la democracia no fue lineal; de forma que se pueden encontrar periodos democráticos y 

dictatoriales para niveles de renta y de gasto social relativamente bajos (como con la 

dictadura de Primo de Rivera en los años 20 y la experiencia democrática de la Segunda 

República en los 30) y periodos democráticos y dictatoriales para niveles de renta y gasto 

social relativamente altos (como en la última década de la dictadura franquista y en la 

democracia actual). Esto proporciona variabilidad al análisis econométrico. Por otro lado, el 

análisis del gasto social desde una perspectiva de largo plazo como la que aquí se propone es 

interesante por diversos motivos. En primer lugar, el desarrollo de la política social es, de 

hecho, un proceso de largo plazo. En el caso español, como en el de muchos países europeos, 

sus orígenes se sitúan a finales del siglo XIX, principios del XX. Este proceso suele tener, 

además, un carácter acumulativo. Los impulsos legislativos de un periodo a menudo 

permanecen en los periodos subsiguientes. Sin tener en cuenta la perspectiva histórica es fácil 

atribuir los méritos al régimen equivocado. Sin embargo, la mayoría de estudios cuantitativos 

sobre los determinantes del gasto social se centran en periodos de tiempo más cortos y 

normalmente más recientes. Al mismo tiempo, los estudios históricos que existen sobre el 

caso español son de carácter cualitativo. Gracias a ellos se conoce bien la historia de la 

legislación social en España, pero hasta el momento no se ha analizado de forma sistemática 

la relación entre gasto social y régimen político en España. Con este trabajo se pretende, por 

tanto, ayudar a llenar este vacío. 

Los resultados obtenidos indican que la democracia tuvo un efecto positivo tanto sobre los 

niveles como sobre la tendencia a largo plazo del gasto social. Con la llegada de la 

democracia se inició, de hecho, un proceso de modernización en los patrones de gasto social, 

pasando de un régimen tradicional (con bajos niveles de gasto social) a un régimen moderno 

(con altos niveles de gasto social), que se vio interrumpido por la dictadura franquista. Al 

mismo tiempo, el efecto de los partidos de izquierdas fue más significativo en los años 30 

(antes del consenso keynesiano) y en la Restauración (cuando las preferencias de los grupos 

de renta baja eran ignoradas sistemáticamente) que en la democracia actual. El trabajo está 

organizado de la siguiente manera. En el siguiente apartado se resumen las principales teorías 

sobre la relación entre democracia, partidos políticos y Estado del Bienestar. El apartado 3 

describe la historia de la política social en España. En el 4 se analiza el impacto del régimen 

político sobre el gasto social. Finalmente, el apartado 5 concluye. 

 

2.- Democracia, partidos políticos y Estado del Bienestar 

En los primeros estudios sobre los orígenes del Estado del Bienestar se atribuía su aparición 

y desarrollo posterior a los cambios provocados por el crecimiento económico y la 

industrialización, que generaron nuevas necesidades sociales a la vez que los sistemas 
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tradicionales de protección social típicos de las sociedades rurales se fueron erosionando. En 

este contexto, se hacía necesario encontrar nuevas soluciones, que pasaron por un creciente 

intervencionismo estatal (Kerr et al. 1964, Pampel and Weiss 1983). Wilensky (1975), de 

hecho, considera que el crecimiento económico y el envejecimiento de la población (uno de 

los subproductos principales del crecimiento económico) son los factores más importantes 

para explicar el crecimiento del gasto social en los países avanzados. Otros estudios, sin 

embargo, han concedido más importancia al papel de los factores políticos para entender las 

diferencias entre países con niveles de renta y estructuras demográficas similares. Según 

Lindert (2004), por ejemplo, la ampliación gradual del derecho a voto tuvo un efecto positivo 

sobre el crecimiento del gasto social entre 1880 y 1930. Al integrar a los grupos de renta baja 

en el proceso político hizo que aumentase el apoyo político a las políticas redistributivas. En 

una línea similar, Haggard y Kaufman (2008) y Espuelas (2012) sostienen que la democracia 

tuvo un efecto positivo sobre el gasto social tanto en Europa como en diversos países en 

desarrollo en el periodo posterior a la II Guerra Mundial.  

En la medida en que la ampliación del derecho a voto al conjunto de la ciudadanía supuso un 

desplazamiento hacia abajo del votante mediano, estos resultados son consistentes con la 

hipótesis de Meltzer y Richard (1981). En democracia, además, uno esperaría que se 

produjese una convergencia hacía las preferencias del votante mediano entre los diferentes 

partidos políticos (Downs 1957). Sin embargo, los partidos políticos no siempre se 

comportan como agentes perfectos de los votantes. Normalmente, tienen sus propios 

intereses y preferencias; y a menudo tienen la capacidad de fijar la agenda política. Al decidir 

qué leyes y propuestas se debaten y cuáles no, pueden conseguir que el resultado se aleje (al 

menos en parte) de las preferencias del votante mediano, para acércalo a sus propias 

preferencias (Krehbiel 2004). Esto significa que si existen partidos políticos ideológicamente 

comprometidos con el desarrollo de la política social podrán influir en la agenda política 

priorizando los temas sociales, y viceversa. Si existen partidos contrarios a la expansión del 

gasto social podrían influir en dirección opuesta. Congleton y Bose (2010), de hecho, 

consideran que el crecimiento del gasto social que se produjo en muchos países desarrollados 

entre 1960 y 1985 se explica, en parte, por cambios ideológicos a lo largo del tiempo. Sin 

embargo, las teorías que seguramente ha prestado más atención al papel de los partidos 

políticos en el desarrollo de la política social son las llamadas teorías de la movilización de 

recursos. 

Estas teorías consideran que la democracia es positiva para la política social, pero la ven 

como una condición necesaria, aunque no suficiente. Para que la democracia tenga un efecto 

positivo es necesario que la clase obrera aproveche las oportunidades que ésta le brinda y se 

organice en sindicatos y partidos políticos fuertes (Korpi 1983). Hicks (1999), de hecho, 

sostiene que la movilización de la clase obrera tuvo un papel clave en las etapas iniciales de 

la política social. En 1920, solo los países que contaban con un movimiento obrero fuerte 

habían introducido tres de los cuatro seguros sociales más importantes: accidentes, 
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jubilación, enfermedad, y desempleo2. Sin embargo, el propio Hicks señala también que el 

papel de la socialdemocracia se difuminó después de la II Guerra Mundial, cuando se impuso 

el consenso keynesiano. Únicamente a partir de los años 70/80, cuando dicho consenso 

empezó a resquebrajarse, la socialdemocracia volvió a ganar protagonismo en algunos países 

en la defensa del Estado del Bienestar. No obstante, Wilensky (1981) asegura que, más que 

los partidos socialdemócratas, fueron los partidos católicos los que favorecieron el desarrollo 

de la política social después de la II Guerra Mundial; aunque Manow y Van Kersbergen 

(2009) matizan que esto fue así, sobre todo, cuando tuvieron que competir electoralmente 

con los partidos socialdemócratas. 

Cambiando ligeramente el enfoque, Bradley et al. (2003) sostienen que si en lugar de analizar 

los niveles agregados de gasto social, se examina la capacidad de la política social para 

disminuir la desigualdad (después de impuestos y transferencias), entonces los gobiernos de 

izquierdas muestran un efecto claramente positivo sobre la política social. El motivo es que 

en los países con predominio de la democracia cristiana las prestaciones sociales pueden ser 

relativamente generosas, pero la política social tiende a reproducir las desigualdades del 

mercado. En cambio, en los países con mayor presencia de los gobiernos de izquierdas la 

política social es más redistributiva. Estos resultados, a su vez, estarían en consonancia con 

la conocida clasificación de los tres modelos de estado del bienestar elaborada por Esping-

Andersen (1990). 

No obstante, al margen de los debates sobre la ideología del partido en el gobierno, tampoco 

existe consenso sobre el papel de la democracia en sí. Mulligan et al. (2010), por ejemplo, 

encuentran que las democracias no son más activas que las dictaduras a la hora de promover 

el crecimiento del gasto en seguridad social. De hecho, consideran que las instituciones 

políticas son irrelevantes en ese sentido. En línea con Wilensky (1975), aseguran que las 

variables realmente importantes son el crecimiento económico y el envejecimiento de la 

población. Tanto el uno como la otra se traducirían en un crecimiento del gasto en seguridad 

social al margen de los mecanismos de participación política. Los autores no explican cuáles 

son exactamente esos mecanismos alternativos que podrían entrar en acción, pero sugieren 

que podría ser por la acción de los grupos de presión o por razones de eficiencia. Según Sala-

i-Martin (1996), por ejemplo, las pensiones mejoran el stock medio de capital humano en la 

economía, y de esta forma generan externalidades positivas sobre el crecimiento económico 

y la productividad. Esto explicaría por qué tanto las dictaduras como las democracias han 

favorecido su expansión. Cutler y Johnson (2004), por su parte, no niegan la importancia de 

los factores políticos, pero también consideran que las dictaduras pueden estimular el 

desarrollo de la política social para conseguir legitimidad política y mantenerse en el poder. 

                                                           
2 Hicks (1999) considera que existe un movimiento obrero fuerte cuando al menos un 20% de la población 

activa está afiliada a algún sindicato, o bien cuando los partidos obreros (socialistas, socialdemócratas, 

laboristas o comunistas) reciben en las elecciones más de un 20% de los votos. 
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Esta misma idea la han formalizado Acemoglu y Robinson (2005), aunque prestando más 

atención a los problemas de incentivos que se esconden detrás de ella. En dictadura todo el 

poder político formal, o de jure, está en manos de la élite gobernante. Únicamente, si los 

ciudadanos son capaces de solucionar sus problemas de acción colectiva y organizarse con 

éxito podrán conseguir cierto poder de facto que suponga una amenaza real para el gobierno. 

En ese momento el gobierno tendrá incentivos para hacer concesiones sociales y mantenerse 

en el poder. Sin embargo, como todo el poder de jure está en manos del gobierno, tan pronto 

como la oposición se desmovilice y su poder de facto disminuya, el gobierno no tendrá 

ningún motivo para cumplir sus promesas sociales. Si los ciudadanos saben esto, no confiarán 

en las promesas sociales del gobierno y no se desmovilizarán. En otras palabras, incluso si el 

gobierno está interesado en hacer concesiones sociales, para que éstas se lleven a cabo tiene 

que encontrar la forma de solucionar sus problemas de commitment y hacer promesas 

creíbles. Pero incluso en este caso, los niveles de redistribución en dictadura serán menores 

que en democracia. El principal motivo es que el poder de facto de los ciudadanos es pasajero 

y, por tanto, los niveles de redistribución reflejarán solo parcialmente las preferencias de la 

mayoría de la población.3 

Desde el punto de vista histórico, el paquete de medidas sociales aprobadas por Bismarck en 

Alemania sería un ejemplo típico de este tipo de comportamiento. El propio Bismarck 

reconocía en su discurso en el Reichstag en 1881 que estas medidas era en parte una respuesta 

a “los excesos de los socialistas”4. En términos de Acemoglu y Robinson, el poder de facto 

del movimiento obrero alemán habría conseguido arrancar concesiones sociales al gobierno. 

Las teorías de la movilización de recursos han centrado su atención sobre todo en el papel de 

los partidos de izquierdas en democracia.  Sin embargo, siguiendo la lógica de Acemoglu y 

Robinson (2005), el papel del movimiento obrero (y de cualquier movimiento de oposición 

en general) podría haber sido igualmente importante en contextos no democráticos. Como se 

verá a continuación, esto es, de hecho, lo que sugieren también algunos estudios cualitativos 

sobre la historia de la política social en España. 

 

3.- Historia de la política social en España 

A finales del siglo XIX, una parte de la élite política española empezó a mostrarse favorable 

al desarrollo de la política social. Pensaban que esta podría ser un medio eficaz para 

garantizar la estabilidad política frente al avance del movimiento obrero y la 

industrialización. La publicación de la encíclica Rerum Novarum en 1891 (donde la Iglesia 

reconocía que la caridad privada no era suficiente para solucionar los problemas sociales) y 

el paquete de medidas sociales aplicado por Bismarck en Alemania sirvieron de modelo e 

                                                           
3 Esto implica asumir, como hacen Acemoglu y Robinson (2005), que la élite es un grupo minoritario y 

relativamente rico, y por tanto, contrario a las políticas redistributivas. 
4 Citado en Rimlinger (1971), p. 112. 
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inspiración. Al mismo tiempo, la introducción del sufragio universal masculino en España 

en 1890 despertó los temores de algunos sectores políticos. El propio, Cánovas del Castillo 

(varias veces presidente del gobierno entre 1875 y 1897) estaba convencido de que no podía 

haber “sufragio universal sin que un poco antes o un poco después [se ensayase] el 

socialismo de Estado” (p.30). Por eso, veía la política social de Bismarck como “un previsor 

concepto de las necesidades políticas creadas por la impotencia de los antiguos dogmas 

económicos, combinada con (…) la agitación del proletariado, y el vigente sistema electoral 

[el sufragio universal masculino]” (p. 38). En ese contexto, el gobierno decidió crear en 1883 

la Comisión de Reformas Sociales (CRS). Su trabajo más importante, sin embargo, no lo 

inició hasta 1889, el mismo año en que empezaron en las Cortes los debates parlamentarios 

sobre el sufragio universal masculino. Ese trabajo fue la Información oral y escrita (1889-

1893), un estudio pormenorizado sobre la situación de la clase obrera, con el que se recopiló 

mucha información y se reconoció implícitamente la existencia del “problema social”, pero 

que no se tradujo en ninguna medida concreta. 

A principios del siglo XX, la protección social en España continuaba dependiendo de la 

caridad privada y el sistema público de beneficencia nacido de la Ley de 1849. El camino de 

los seguros sociales lo abrió la Ley de Accidentes de Trabajo de 1900, que obligaba a las 

empresas industriales a pagar prestaciones a sus trabajadores en caso de accidente laboral. 

No obstante, el impacto de esta medida fue muy limitado. Las prestaciones legalmente fijadas 

por el gobierno eran muy bajas y las empresas a menudo incumplían sus compromisos debido 

a la falta de inspección (Silvestre y Pons, 2010). Poco después, en 1908, el gobierno creó el 

Instituto Nacional de Previsión (INP), que se encargaría de gestionar el llamado Retiro 

Obrero, un sistema voluntario de pensiones de vejez subvencionado por el gobierno. Este 

nuevo programa, sin embargo, también creció muy lentamente. En 1918, contaba con solo 

78.166 asegurados, que representaban alrededor del 1% de la población activa; lo que en 

parte se explica por el carácter voluntario del seguro y la escasa financiación pública (Elu, 

2010). 

Tras la I Guerra Mundial, la legislación social recibió un nuevo impulso. Desde 1917 hubo 

una intensa conflictividad social, como consecuencia de los desequilibrios económicos 

provocados por la guerra y el efecto contagio de la Revolución Rusa. El gobierno intentó 

recobrar la estabilidad política mediante una política de concesiones sociales; y en 1917 

organizó una Conferencia de Seguros Sociales, donde se comprometió a crear un sistema 

comprehensivo de seguros sociales (que debía incluir los seguros de accidentes de trabajo, 

vejez, enfermedad, maternidad y paro). En 1918, el partido socialista (que en 1910 había 

conseguido su primer escaño en el parlamento) exigía en sus intervenciones parlamentarias 

que el gobierno cumpliese sus promesas sociales. De hecho, entre 1917 y 1923 el INP estuvo 

debatiendo, por encargo del gobierno, un proyecto de seguro de desempleo voluntario; y en 

1922 el gobierno volvió a debatir en una nueva Conferencia de Seguros Sociales el camino 

a seguir para crear los seguros obligatorios de enfermedad y maternidad. Sin embargo, el 
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único programa que llegó a hacerse realidad fue el Retiro Obrero Obligatorio, un sistema 

obligatorio de pensiones de vejez, creado en 1919; y algunas subvenciones que se 

concedieron en caso de maternidad a las obreras afiliadas al Retiro Obrero (Pons y Vilar 

2014). 

A pesar de que Cánovas del Castillo estaba convencido de que el sufragio universal llevaría 

inevitablemente al socialismo, lo cierto es que el avance de la política social en España fue 

muy lento durante el periodo de la Restauración (1874-1923). Según Guillén (1990), la 

corrupción, el fraude electoral y el caciquismo (que estaba especialmente extendido en las 

zonas rurales) permitieron a la elite política ignorar las demandas desde abajo, especialmente 

en los años anteriores a la I Guerra Mundial. Desde este punto de vista, los escasos avances 

sociales que se dieron antes de 1914 habrían sido sobre todo una iniciativa desde arriba de 

la propia élite política. Otros autores, en cambio, consideran, de forma más matizada, que 

este cambio de actitud desde arriba, no se entiende sin el desastre del 98 y el crecimiento 

gradual del movimiento obrero (Gabriel 2004, Castillo y Montero 2008). No obstante, 

incluso en momentos de conflictividad social (como después de la I Guerra Mundial) el 

gobierno fue incapaz de cumplir sus promesas sociales. 

En 1923, tras el golpe militar y la imposición de la dictadura de Primo de Rivera (1923-

1930), se detuvo el impulso de los años anteriores. Los proyectos de seguro de desempleo y 

de seguro de maternidad se abandonaron definitivamente. Sin embargo, los seguros 

preexistentes, como el seguro de accidentes y las pensiones de vejez continuaron 

funcionando. Además, en 1927 se crearon subsidios para familias numerosas, una política 

acorde a la moral social-católica y a la influencia adquirida por la Iglesia durante la dictadura 

(Velarde 1990). La dictadura, de hecho, intentó conseguir la pacificación social mediante una 

combinación de represión y el establecimiento de fórmulas corporativas. La CNT, el 

sindicato anarquista y mayoritario hasta entonces, fue perseguida pero al mismo tiempo se 

crearon Comités Paritarios para intentar regular la negociación colectiva con la participación 

de la UGT, el sindicato socialista (Pérez Ledesma 1990). Con la llegada de la segunda 

república (1931-36), considerado por Linz et al. (2005) como el primer periodo 

verdaderamente democrático de la historia de España, la legislación social recibió un nuevo 

impulso. El avance fue especialmente notorio en el primer bienio, que contó con presencia 

socialista en el gobierno (Samaniego 1988). En la Constitución de 1931, se reconoció el 

derecho a la seguridad social y entró en funcionamiento el seguro de maternidad (que, esta 

vez sí, garantizaba a las trabajadoras atención sanitaria durante el parto y prestaciones 

económicas por baja de maternidad). Se creó un sistema de seguro de desempleo voluntario, 

subvencionado por el estado. El seguro de accidentes de trabajo se hizo obligatorio5 y se 

amplió su cobertura a la agricultura. En 1936 se aprobó la Ley de Bases de enfermedades 

                                                           
5 Antes de la reforma de los años 30, las empresas podían decidir libremente entre pagar directamente las 

prestaciones por accidentes laboral que correspondían a sus trabajadores o afiliarse libremente a una mutua 

patronal. 
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profesionales y se elaboró el Proyecto de Unificación de Seguros Sociales, que pretendía 

crear un sistema único de seguridad social englobando los seguros de maternidad y vejez, ya 

existentes, más los seguros de enfermedad, invalidez, orfandad y viudedad. El gobierno hizo 

asimismo un fuerte esfuerzo de inversión en obras públicas para combatir el desempleo, 

especialmente en las zonas rurales; e intentó llevar a cabo una reforma agraria para disminuir 

la conflictividad social en el campo y consolidar el proceso de democratización iniciado en 

1931. Sin embargo, el estallido de la guerra civil (1936-39) frustró estos últimos planes. 

Después de la guerra, la Dictadura de Franco combatió la conflictividad social mediante una 

combinación de intensa represión política y una precaria red de protección social. Dicha red 

estuvo fundamentalmente orientada a los trabajadores industriales de ingresos medios y 

bajos, mientras que los trabajadores rurales recibieron mucha menos protección. La mayoría 

de seguros sociales creados antes de la guerra civil continuaron funcionando, aunque la 

dictadura suprimió el seguro voluntario de desempleo y abandonó el proyecto de unificación 

de los seguros sociales republicano. También se crearon seguros nuevos. En 1938, por 

ejemplo, antes de finalizar la guerra civil, se estableció el Subsidio Familiar, que ofrecía 

complementos salariales en función del número de hijos (a partir del segundo) para todos los 

asalariados. El Subsidio Familiar era en buena medida el resultado de la ideología 

poblacionista del régimen y la influencia de la doctrina social de la Iglesia, que abogaba por 

un salario familiar suficiente (Velarde 1990). Las pensiones de jubilación se reformaron en 

1939. Se convirtieron en pensiones de cuantía fija, e inicialmente se excluyó a los 

trabajadores rurales, aunque fueron reincorporados poco después, en 1943. Las pensiones de 

invalidez y viudedad, por su parte, se introdujeron como un caso específico de las pensiones 

de vejez en 1947 y 1956 respectivamente (nótese, sin embargo, que estas prestaciones ya 

estaban previstas en el proyecto republicano de seguros sociales unificados de 1936). 

En 1942-44 se creó el Seguro Obligatorio de Enfermedad (SOE), que se convirtió en una 

pieza clave de la propaganda política de la dictadura (Pons y Vilar 2014). Inicialmente la 

cobertura estuvo limitada únicamente a los trabajadores fijos de la industria. Los trabajadores 

agrícolas y los eventuales no se incorporaron al seguro hasta 1953 y 1958 respectivamente. 

El seguro de enfermedades profesionales, por su parte, no se puso en marcha hasta 1947, a 

pesar de que la ley de bases estaba aprobada desde 1936. Sin embargo, el seguro que más se 

retrasó fue el de desempleo, que no se estableció hasta 1961 (Espuelas 2013). Por otro lado, 

al entramado de seguros sociales independientes creado por la dictadura, habría que añadir 

los regímenes especiales, que ofrecían cobertura a los trabajadores de algunos sectores 

específicos (como los empleados del hogar, los trabajadores del mar, los artistas, etc.); y el 

llamado Mutualismo Laboral. Formalmente, este último consistía en una serie de 

asociaciones mutuas, financiadas y gestionadas por los propios empresarios y trabajadores, 

agrupadas por ramas o sectores de actividad. No obstante, en la práctica, el Mutualismo 

Laboral estaba estrechamente regulado y supervisado por el Estado (que fijaba el nivel de 

las prestaciones, las condiciones de acceso, las primas de empresarios y trabajadores etc.); lo 
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que de facto lo convertía en un sistema paralelo al de los seguros sociales oficiales (De la 

Calle 1994). 

Esta fragmentación empezó a corregirse con la reforma de la Seguridad Social en 1967. Los 

programas sociales existentes se integraron bajo un único sistema de seguridad social, lo que 

proporcionó racionalidad al sistema; y la cobertura se amplió al conjunto de asalariados (en 

lugar de limitarla sólo a los trabajadores de renta media-baja). Sin embargo, se siguió 

marginando a la población que no tenía vínculos estables con el mercado de trabajo, los 

regímenes especiales no se eliminaron y la financiación de la seguridad social siguió a cargo 

de las cotizaciones de empresarios y trabajadores, sin apenas financiación pública durante 

toda la dictadura. No obstante, a pesar de las limitaciones, el gasto social empezó a crecer 

rápidamente tras las reformas de 1967, coincidiendo además con un periodo de rápido 

crecimiento de la economía española. Según Rodríguez Cabrero (2004), el desarrollo de la 

política social en este periodo fue “la respuesta necesaria al fordismo tardío (…) y a una 

sociedad en proceso de urbanización” (p. 76). En la medida en que se trataba de una respuesta 

necesaria, se deduce que la dictadura no supuso un obstáculo significativo. Guillén (2000) 

va un poco más allá y considera que los dirigentes franquistas impulsaron los seguros sociales 

para mejorar la imagen política del régimen. En algunos casos, incluso (como en el seguro 

de enfermedad), la dictadura habría sido, según Guillén, más eficaz que la democracia a la 

hora de ignorar a los grupos de presión que (como los empresarios, las compañías de seguros 

y los médicos profesionales) se oponían al seguro obligatorio. 

Navarro (2000), en cambio, sostiene que la represión política de la dictadura franquista fue 

particularmente intensa sobre el movimiento obrero y los grupos de renta baja en general; lo 

que supuso un freno para el desarrollo de la política social. En una línea similar, Comín 

(2010) añade que no es posible hablar de un verdadero Estado del Bienestar si no está 

cimentado sobre el dialogo social. De hecho, el dialogo social jugó un papel muy importante 

durante la transición a la democracia. En 1977, en un contexto además de fuerte crisis 

económica, se firmaron los Pactos de la Moncloa. Los representantes de los trabajadores, de 

la patronal y de los principales partidos políticos, acordaron moderar las demandas salariales 

y aceptar políticas de estabilización macroeconómica y de control de la inflación a cambio 

de una mayor protección social, una reforma fiscal progresiva y la consolidación de las 

libertades políticas. Los Pactos de la Moncloa fueron cruciales para la consolidación 

democrática y la estabilización económica; pero además, la introducción del impuesto sobre 

la renta en 1977 rompió una de las barreras más importantes que la dictadura había impuesto 

para el desarrollo de la política social. A partir de entonces aumentaron las subvenciones del 

gobierno hacia las instituciones de seguridad social (que hasta ese momento se habían 

financiado casi exclusivamente con las cotizaciones obligatorias de empresarios y 

trabajadores). Entre 1981 y 1986 se universalizó el acceso a la atención sanitaria. En 1982 

mejoraron notoriamente las prestaciones asistenciales para los discapacitados, y en 1990 se 

introdujeron nuevas prestaciones no contributivas de vejez e invalidez. También en los años 
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90, los gobiernos autonómicos introdujeron gradualmente programas de renta mínima para 

las familias de bajos ingresos. 

Todo ello supuso una mejora gradual de las prestaciones sociales y permitió ampliar la 

cobertura a los sectores que no tienen lazos estables con el mercado de trabajo (aunque los 

niveles de generosidad de las prestaciones no contributivas continúan lejos de los de las 

prestaciones contributivas). Sin embargo, a pesar de los avances, hubo momentos en que el 

desarrollo de la política social pareció ralentizarse también durante la democracia. Un 

ejemplo, son los años de la reestructuración industrial (en los 80) y los que siguieron a la 

firma del tratado de Maastricht en 1992-93, donde la política económica estuvo sobre todo 

orientada al control del déficit público y la inflación. No obstante, sería precipitado concluir 

que la consolidación de la democracia desaceleró el crecimiento del gasto social. De hecho, 

analizando la información cualitativa a nuestro alcance es posible encontrar ejemplos de 

avance y de estancamiento de la legislación social tanto en periodos democráticos como 

dictatoriales. Para poder ser más concluyentes es conveniente llevar a cabo un análisis más 

sistemático. 

 

4.- Instituciones políticas y gasto social en España 

4.1.- Datos y variables 

El objetivo de este apartado es precisamente analizar el impacto del régimen político y el 

grado de movilización política sobre el gasto social en España, mediante un análisis de series 

temporales. El gráfico 1 muestra la evolución del gasto social público en España entre 1850 

y 2000 en porcentaje del PIB. Los datos provienen de Espuelas (2013). La serie se ha 

elaborado siguiendo las definiciones de gasto social de la OCDE e incluye el gasto social del 

gobierno central (y sus organismos autónomos), de las Comunidades Autónomas desde su 

creación tras el restablecimiento de la democracia, y las prestaciones de todos los seguros 

sociales y de la posterior seguridad social, incluyendo todos los regímenes especiales. Como 

se puede ver, el gasto social en España se mantuvo prácticamente estancado con 

fluctuaciones hasta la I Guerra Mundial. A partir de entonces se inicia un suave periodo de 

crecimiento (tras una punta en 1919) que no se detiene durante la dictadura de Primo de 

Rivera. En 1931, con la llegada de la Segunda República se produjo un rápido crecimiento 

del gasto social, mientras que durante la dictadura franquista se mantuvo estancado entre 

1945 y 1965. Posteriormente, en 1966/67 empezó un nuevo periodo de crecimiento. Durante 

la transición a la democracia el crecimiento del gasto social continuó siendo muy rápido hasta 

que finalmente empezó a estabilizarse en niveles relativamente altos a partir de 1993. 
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Gráfico 1 

Gasto social público en España (1850-2000) en % del PIB 

 

Fuente: Espuelas (2013). Nota: La serie no incluye el gasto social de ayuntamientos y diputaciones por dos motivos. En primer lugar, el 

desarrollo de la seguridad social en España estuvo exclusivamente a cargo del gobierno central y de las Comunidades Autónomas que 
absorbieron parte de sus competencias tras el restablecimiento de la democracia. Al mismo tiempo, la serie ofrecida por Espuelas (2013) 

contiene muchos vacíos sobre el gasto social de diputaciones y ayuntamientos, que implicaba una pérdida innecesaria de información de 

cara al análisis econométrico. Siguiendo los trabajos previos de Lindert (2004), las pensiones de los funcionarios públicos tampoco se han 
incluido en el análisis porque no representan prestaciones para el conjunto de la población, sino que se han considerado el resultado de la 

relación laboral particular entre el Estado y sus empleados, y por tanto, se han tratado como los seguros colectivos que muchas empresas 

ofrecen a sus empleados. 

 

Nuevamente, es difícil encontrar a simple vista un patrón claro entre la evolución del gasto 

social y el régimen político. Para analizar de manera más formal el papel del régimen político 

en el desarrollo del gasto social en España en el largo plazo, se ha estimado el siguiente 

modelo: 

 

GS = 0 + 1RP + 2MP + 3Z + 1    (1) 

 

Donde GS es el Gasto Social expresado en % del PIB; RP es el Régimen Político existente 

en cada momento, MP es el grado de Movilización Política, y Z son un grupo de variables de 

control. Los datos de gasto social utilizados son los que se muestran en el gráfico 1. Para 

medir el impacto del Régimen Político se ha divido la historia política de España en varios 

periodos a partir de la definición de democracia proporcionada por Boix et al. (2012). Estos 

autores consideran que un país es democrático si cumple unos requisitos mínimos. Primero, 
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si tiene elecciones competitivas (esto es, si el ejecutivo debe responder antes los electores y 

si las elecciones son libres -sin coacciones del ejecutivo y sin fraude ni corrupción electoral-

), y segundo si al menos el 50% de la población masculina puede votar. A partir de aquí, han 

construido una nueva base de datos, con un indicador dicotómico sobre la existencia de 

democracia, que incluye 219 países en el periodo 1800-2007. Según sus datos, España ha 

sido democrática en 1931-36 y desde 1977 hasta la actualidad. No obstante, el resto de 

periodos, aunque no eran democráticos, tampoco eran homogéneos desde el punto de vista 

institucional. Antes de la I Guerra Mundial, por ejemplo, en España había sufragio universal 

masculino (aunque el caciquismo, el fraude y la corrupción electoral impiden hablar de 

democracia). Antes de 1890 había sufragio censitario y después de la guerra civil España 

pasó a estar bajo una dictadura militar. 

Para los objetivos de este trabajo es interesante analizar si cada uno de estos regímenes 

políticos tuvo un impacto diferenciado sobre el gasto social. Lindert (2004), por ejemplo, 

señala que la democracia tuvo un efecto positivo sobre el gasto social, pero que las que 

tuvieron un efecto más negativo no fueron las dictaduras sino las democracias con sufragio 

censitario. Por eso, los años en que España no fue democrática se han divido en tres periodos: 

los años de sufragio censitario (donde solo una pequeña parte de la población podía votar), 

los años de sufragio universal masculino (donde la mayoría de la población masculina podía 

votar, pero, como se ha dicho, las elecciones no eran competitivas), y los años de dictadura 

que siguieron a los golpes militares de 1923 y 1936-39. Por tanto, en el análisis econométrico 

se han introducido tres variables dummy que toman respectivamente valor uno en los años en 

que hubo sufragio universal masculino (1868-77; 1890-1922), democracia (1931-36; 1977-

2000) y dictadura (1923-30; 1939-76), y toman valor cero en caso contrario6. Los años de 

sufragio censitario se han utilizado como referencia7. 

Con la variable Movilización Política se pretenden capturar efectos diferentes, dependiendo 

de si se trata de periodos democráticos o no democráticos. Siguiendo las teorías de la 

movilización de recursos, en los años de democracia se quiere contrastar el impacto de los 

gobiernos de izquierdas sobre el gasto social. Para ello se ha construido una variable dummy 

                                                           
6 Los años de la guerra civil española, 1936-39, se han excluido del análisis por falta de datos. 
7 Los años que aquí se han clasificado como dictadura coinciden con los años en que la variable xconst 

(executive constraint) elaborada por Marshall y Jaggers (2010) en el marco del proyecto Polity IV toma valor 

1, esto es, cuando el ejecutivo tiene autoridad ilimitada. Los años de dictadura coinciden también con los años 

en que el índice polity (también del Polity IV) toma los valores más bajos (-7 en la mayoría de años). A su vez, 

los años de democracia coinciden con los que el índice polity toma los valores más altos (oscilando entre 7 y 

10). El resto de años (aquí catalogados como sufragio censitario y sufragio masculino) toman valores 

intermedios (oscilando entre -6 y 6). No obstante, en el análisis econométrico se ha preferido utilizar las 

variables dicotómicas explicadas anteriormente. El motivo es que el índice polity, al ser una variable continua, 

implica asumir que el efecto del régimen político es lineal (y en el siguiente orden: democracia > democracia 

censitaria>dictadura). Sin embargo, esto no tiene por qué ser así (Lindert 2004), y en todo caso, es la hipótesis 

que se quiere contrastar en este trabajo. 
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que toma valor uno en los años en que hubo gobiernos de izquierdas y cero en caso contrario8. 

Los datos provienen de Linz et al. (2005) y el signo esperado de esta variable es positivo. En 

los años de sufragio universal masculino se ha utilizado como variable el porcentaje de 

escaños en el parlamento del partido socialista (el único con vínculos con el movimiento 

obrero que llegó a tener representación electoral en ese periodo). Las teorías sobre la 

movilización de recursos hacen referencia exclusivamente a los periodos democráticos. Sin 

embargo, como se dijo en el apartado 2, es razonable pensar que la socialdemocracia también 

pudo tener un efecto positivo sobre el gasto social en periodos que no eran plenamente 

democráticos. Por tanto, el signo esperado de esta variable es positivo. Los datos provienen 

de Linz et al. (2005). 

Por último, siguiendo el modelo de Acemoglu y Robinson (2005), en los años de dictadura 

se quiere analizar el impacto sobre el gasto social de la movilización política de los grupos 

de oposición al gobierno. El movimiento obrero, de hecho, jugó un papel clave en la 

oposición a la dictadura franquista (Tusell 2005). Sin embargo, al tratarse de movimientos 

clandestinos, no existen datos que permitan conocer con precisión el grado de movilización 

política, ni del movimiento obrero ni de la oposición política en general9. Para medir la 

respuesta del gobierno ante la presión ejercida desde abajo, se ha utilizado como indicador 

de inestabilidad política el número de cambios de gobierno en los últimos cinco años. Los 

datos provienen de Urquijo (2001). Esta variable no refleja exclusivamente la capacidad de 

movilización de la oposición a la dictadura, sino que también refleja posibles crisis internas 

de gobierno (debido a crisis sucesorias o a shocks externos, como una crisis económica, por 

ejemplo). Sin embargo, estas crisis, de hecho, suponen ventanas de oportunidad que 

aumentan la presión efectiva que puede ejercer la oposición (Acemoglu y Robinson 2005). 

Por tanto, no afectan al argumento central. Lo relevante aquí es si el gobierno aumenta el 

gasto social cuando es inestable y necesita legitimidad política. El signo esperado de esta 

variable es positivo. 

Como variables de control se han incluido el PIB per cápita, el porcentaje de población mayor 

de 65 años, el grado de apertura al exterior, la evolución de la desigualdad, y la capacidad 

fiscal del gobierno. Las cifras de PIB per cápita provienen de Prados de la Escosura (2003). 

Los datos sobre el porcentaje de población mayor de 65 años provienen de Nicolau (2005). 

El grado de apertura al exterior se ha medido como la suma de importaciones más 

importaciones dividido por el PIB. Los datos provienen de Tena (2005). Para medir la 

                                                           
8 En los estudios sobre la hipótesis de la movilización de recursos generalmente se incluye a los partidos con 

vínculos con el movimiento obrero (socialistas, socialdemócratas, comunistas, laboristas etc.) y en ocasiones 

“otros” partidos de izquierdas. Véase, por ejemplo, la base de datos de Swank (2013) para el periodo posterior 

a 1950. En el caso español, todos los gobiernos de izquierdas que hubo en los años de democracia contaron con 

el apoyo o presencia del partido socialista. Por lo tanto, ello no supone ninguna diferencia. 
9 Una posible alternativa ante la falta de información sería el número de huelgas. Sin embargo, desde el final 

de la Guerra Civil hasta 1963 tampoco existe información estadística de huelgas. Tras la guerra, la dictadura 

las penalizó como delito de sedición. Solo las despenalizó en la década de los 60, siempre que fuesen por 

motivos económicos (Maluquer de Motes y Llonch 2005). 
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evolución de la desigualdad se ha utilizado el índice de Gini elaborado por Prados de la 

Escosura (2008); y para medir la capacidad fiscal del gobierno se ha utilizado la ratio entre 

los ingresos fiscales del gobierno central y la deuda pública (también del gobierno central) 

en circulación. Cuanto mayor sea este cociente mayor se supone que es la capacidad fiscal 

del Estado. El signo esperado de esta variable es, por tanto, positivo. Los datos provienen de 

Comín y Díaz (2005). Todas las variables están expresadas en logaritmos, para obtener 

elasticidades. 

 

4.2.- Resultados  

Al tratarse de series temporales, antes de pasar al análisis de regresión, se ha contrastado si 

las series son estacionarias o no. Para ello se ha aplicado el test de Dickey-Fuller aumentado 

y el test de Phillips-Perron. Los resultados se muestran en la tabla 1. Como se puede ver, las 

series incluidas en el modelo no son estacionarias. Todas ellas son series integradas de orden 

uno, I (1). A continuación se ha comprobado si las series están cointegradas. Para ello se ha 

aplicado el test de cointegración de Engle-Granger a los residuos de la estimación OLS de la 

tabla 3. Los resultados se muestran en la tabla 2, y como se puede ver confirman que las 

series están cointegradas. No obstante, cuando las series están cointegradas el estimador OLS 

es consistente, pero presenta problemas de sesgo asintótico y no es un estimador eficiente. 

Por eso, para dar robustez al análisis, junto a la estimación por mínimos cuadrados se 

presentan también los resultados de las estimaciones obtenidas mediante Dynamic Least 

Squares (DOLS) y Fully Modified Least Squares (FMOLS). Ambos métodos permiten lidiar 

con los posibles problemas que se derivan de la existencia de una relación de cointegracion. 

En el primero incluyendo retardos y adelantos de los regresores estocásticos diferenciados, y 

en el segundo mediante una corrección semiparamétrica del estimador de mínimos cuadrados 

(Stock y Watson 1993, Phillips y Hansen 1990). Ambos estimadores son equivalentes y 

eficientes asintóticamente. Los resultados de las regresiones se muestran en la tabla 3. 

[Tabla 1] 

[Tabla 2] 

[Tabla 3] 

Como se puede ver, las variables de control son en general significativas y tienen el signo 

esperado. El envejecimiento de la población, por ejemplo, presenta como era de esperar un 

signo positivo y estadísticamente significativo. En cambio, el PIB per cápita per se, una vez 

descontado el efecto del envejecimiento de la población (uno de sus principales 

subproductos), presenta un signo negativo. Parece que el gasto social creció más rápidamente 

en los periodos de estancamiento económico y viceversa. En lo que se refiere al efecto de la 

desigualdad, los resultados muestran una correlación negativa con el gasto social, lo que 
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sugiere que la hipótesis del votante mediano no se cumple en el largo plazo, pero confirman 

los resultados de Barth y Moene (2015) y Espuelas (2015). Por otro lado, el grado de apertura 

al exterior muestra un signo positivo. Parece que el efecto demanda propuesto por Rodrik 

(1997) predominó sobre el efecto race to the bottom, como sugieren Sáenz et al. (2013) 

también para España en el periodo 1960-2000. 

En lo que se refiere a las variables políticas, los resultados muestran que la introducción del 

sufragio masculino en 1890 tuvo un efecto bruto negativo. Sin embargo, el coeficiente 

asociado al porcentaje de escaños del partido socialista muestra un signo positivo, que es 

significativo en todas las ecuaciones y mayor que el coeficiente negativo del sufragio 

masculino. Teniendo en cuenta que esta variable es un porcentaje, que oscila entre 0 y 100, 

el tamaño del coeficiente indica que el efecto negativo del sufragio universal quedaría 

compensado con menos de un 1% de escaños ocupados por la socialdemocracia. Estos 

resultados confirman que el caciquismo, la corrupción y el fraude electoral tuvieron éxito a 

la hora de neutralizar el posible efecto positivo del sufragio universal masculino. Pero al 

mismo tiempo sugieren que incluso en un sistema fraudulento como el de la Restauración 

los dirigentes políticos no fueron completamente inmunes a las demandas desde abajo. Al 

contrario, los resultados indican que la élite política se mostró dispuesta a hacer concesiones 

sociales ante el avance electoral de la socialdemocracia (a pesar de que en ningún momento 

dejó de tener una representación muy minoritaria). Estos resultados encajan, además, con los 

de Curto-Grau et al. (2012), que muestran como la inversión en carreteras en el periodo 1880-

1914, estuvo motivada, en parte, por la búsqueda de estabilidad política del gobierno. Al 

mismo tiempo, confirman la importancia que diversos estudios cualitativos han concedido al 

ascenso del movimiento obrero en los inicios de la política social en España (Gabriel 2004, 

Castillo y Montero 2008). 

La democracia, por su parte, tiene un efecto claramente positivo sobre el gasto social. El 

tamaño del coeficiente asociado a dicha variable es significativo y mucho mayor que en el 

caso del sufragio masculino y la dictadura. Los resultados indican, por tanto, que la 

ampliación del derecho de voto al conjunto de la población tuvo un impacto positivo sobre 

el crecimiento del gasto social. Al mismo tiempo, el coeficiente asociado a la variable 

dictadura no es significativo estadísticamente, lo que indica que su impacto sobre la política 

social fue similar al de los años de sufragio censitario (nuestro periodo de referencia). En 

cambio, la variable que recoge los cambios de gobierno en los años de dictadura, sí que tiene 

un efecto positivo y significativo estadísticamente. Esto sugiere que las dictaduras 

respondieron ante la inestabilidad política con aumentos del gasto social. Sin embargo, el 

tamaño del coeficiente es mucho menor que el de la variable democracia. Por tanto, el efecto 

positivo de la inestabilidad política está muy lejos compensar el efecto negativo derivado de 

la ausencia de democracia; lo que confirma la imagen pesimista de autores como Navarro 

(2000) o Comín (2010) sobre el papel de las dictaduras en el desarrollo de la política social 

en España. 
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Por último, los resultados muestran que, a diferencia de lo ocurrido en el periodo de la 

Restauración, durante los años de democracia, la presencia en el gobierno de partidos de 

izquierdas no tuvo ningún efecto significativo sobre el gasto social. Ello se explica, en parte, 

por la llegada de la democracia en sí misma, que obligó a todos los partidos a tener en cuenta 

las preferencias de todos los votantes (incluidos los de renta baja). En cambio, es razonable 

suponer que antes de la llegada de la democracia los partidos de izquierdas fuesen los que 

(por motivos ideológicos) tuviesen más en cuenta las preferencias de los grupos de renta baja. 

Por otro lado, la aparición del consenso keynesiano en Europa después de la II Guerra 

Mundial también ayudó a difuminar las diferencias entre los partidos situados a la izquierda 

y la derecha del espectro político (Hicks 1999). En España, el equivalente (tardío) del 

consenso keynesiano fueron los Pactos de la Moncloa de 1977; donde, como se dijo antes, 

los principales partidos políticos acordaron llevar a cabo una política de moderación salarial 

y contención de la inflación a cambio de una reforma fiscal progresiva y expansión de la 

política social. Como resultado, el gasto social empezó a crecer rápidamente desde el inicio 

de la democracia, incluyendo tanto a los primeros gobiernos de centro derecha de la UCD 

(Unión de Centro Democrático) como a los gobiernos socialistas posteriores (1982-96). 

[Tabla 4] 

Al mismo tiempo, desde finales de los años 80 (durante la reestructuración industrial) y sobre 

todo desde la firma del Tratado de Maastricht en 1992-93, tanto los gobiernos socialistas 

como los gobiernos de centro derecha, del Partido Popular (1996-2000), han concedido más 

prioridad a las políticas de control del déficit público y la inflación que a la expansión del 

gasto social. En los años de la Segunda República, sin embargo, la evidencia cualitativa 

sugiere que el consenso a favor de la política social fue menor y que el partido socialista 

(junto a otras formaciones de izquierdas) realizó, de hecho, un gran esfuerzo por situar los 

temas sociales en el centro de la agenda política (Samaniego 1988). Para contrastar esa 

posibilidad se han replicado de nuevo las regresiones de la tabla 3 pero incluyendo una 

variable multiplicativa para los años de la Segunda República. Los resultados se muestran en 

la tabla 4, pero deben interpretarse con mucha preocupación porque éste fue un periodo muy 

corto, y por tanto, hay pocas observaciones disponibles. Como se puede ver, los gobiernos 

de izquierdas durante la Segunda República efectivamente tuvieron un impacto positivo 

sobre el gasto social. Esto parece confirmar, como sugiere Hicks (1999), que el papel de la 

socialdemocracia fue más significativo antes del consenso keynesiano. 

 

4.3.- Régimen político y tendencias de largo plazo 

El análisis presentado hasta el momento, basado en variables dummy, captura el impacto 

“medio” de cada régimen político, una vez tenemos en cuenta el efecto de nuestras variables 

de control. Sin embargo, cuando uno observa la evolución del gasto social en el largo plazo 

no se aprecia una tendencia constante con cambios de nivel (más o menos repentinos) 
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asociados al cambio de régimen político. En el caso español más bien se observan dos 

patrones o regímenes de gasto social claramente diferenciados, con un largo proceso de 

transición entre ambos (gráfico 1). El primer régimen, o lo que podríamos llamar régimen 

tradicional, estaría caracterizado por bajos niveles de gasto social, e iría desde 1850 hasta la 

década de 1930. El segundo régimen, o régimen moderno, iría desde los años 70 hasta la 

actualidad y estaría caracterizado por altos niveles de gasto social. Este patrón de largo plazo 

viene en parte dado por el carácter acumulativo de la política social. En España, igual que en 

muchos países europeos, el crecimiento del gasto social a lo largo del tiempo se explica por 

la introducción gradual de nuevos programas sociales, a menudo de forma poco sistemática 

y fragmentada. Además, en los países como España donde el desarrollo de la política social 

se basó en la creación de seguros sociales de tipo bismarckiano, los primeros programas 

sociales estuvieron a menudo limitados a ciertos segmentos de la población, normalmente 

los trabajadores industriales de ingresos medios y bajos. De forma que, el crecimiento del 

gasto social se explica también por la ampliación gradual de la cobertura al conjunto de la 

población y la mejora en la generosidad de las prestaciones. 

En el caso español, sin embargo, el proceso de transición del régimen tradicional al régimen 

moderno de gasto social no fue lineal, sino que hubo periodos de estancamiento junto con 

otros de rápido crecimiento. Es interesante, por tanto, preguntarse cuál fue el impacto del 

régimen político en ese proceso de transición. De hecho, en el contexto de esa transición de 

un régimen tradicional de bajo gasto social a otro de alto gasto social, sería de esperar que el 

impacto del régimen político (en caso de existir) consistiese sobre todo en cambios de 

tendencia, y no tanto en cambios en niveles. Para contrastar esta posibilidad se han repetido 

las regresiones de la tabla 3 incluyendo una variable dummy (que toma valor 1 para el periodo 

posterior a 1931 y cero para los años anteriores), y una tendencia temporal también para el 

periodo posterior a 1931 (que toma valor 1 en 1931, crece linealmente en los años posteriores, 

y toma valor cero antes de 1931). Recordemos que 1931 es el año en que se proclamó la 

segunda república, el primer régimen democrático en España. Por tanto, con estas variables 

se pretende capturar el posible cambio de tendencia y de nivel asociado a la llegada de la 

democracia. Junto a estas variables se ha incluido también una tendencia temporal para el 

periodo posterior a 1931 elevada al cuadrado. El motivo es que una vez alcanzados elevados 

niveles de gasto social (esto es una vez completada la transición de lo que aquí hemos llamado 

el régimen tradicional al régimen moderno de gasto social) sería de esperar que se moderase 

el ritmo de crecimiento. Por último, para capturar el efecto de la dictadura franquista, se ha 

incluido en las regresiones la interacción entre los años de dictadura franquista y la variable 

dummy post-1931 y la interacción entre la dictadura franquista y la tendencia post-1931. Los 

resultados se muestran en la tabla 5. 

 

[Tabla 5] 
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Como se puede ver, tanto la variable dummy post-1931 como la tendencia temporal posterior 

a 1931 tienen un efecto positivo y estadísticamente significativo. El cuadrado de la tendencia 

temporal posterior a 1931, por su parte, muestra, como era de esperar, un signo negativo y 

estadísticamente significativo. Esto sugiere que la llegada de la democracia en España no 

solo supuso un incremento en los niveles de gasto social, sino que también provocó un 

cambio de tendencia, acelerando el ritmo de crecimiento del gasto social. Posteriormente, 

una vez alcanzados elevados niveles de gasto social, el ritmo de crecimiento volvió a 

estabilizarse. En lo que se refiere al papel de la dictadura, la interacción entre los años de 

dictadura y la variable dummy post-1931 no es significativa estadísticamente. Sin embargo, 

la interacción entre la dictadura y la tendencia temporal posterior a 1931 tiene signo negativo 

y es significativa estadísticamente. Más que una vuelta repentina a los niveles anteriores a 

1931, el efecto negativo de la dictadura consistió en revertir el cambio de tendencia que se 

había iniciado en 1931. En otras palabras, la dictadura franquista lo que hizo fue detener el 

proceso de modernización (esto es, la transición del régimen tradicional al régimen moderno 

de gasto social) que se había iniciado con la llegada de la democracia en 1931. 

Esto sugiere, a su vez, que la mejor forma de analizar el impacto del régimen político sobre 

la evolución del gasto social no siempre es consiste en analizar los cambios ocurridos en los 

años inmediatamente anteriores y posteriores al cambio de régimen. Como se ha visto, el 

efecto puede ser más gradual que un cambio repentino de nivel. Guillén (1992), por ejemplo, 

encontró que a pesar de que “cambios de régimen así llevarían a uno a esperar 

discontinuidades radicales” (p. 119), “el rasgo más sobresaliente de la política social 

durante la transición española a la democracia fue su alto grado de continuidad” (p. 137). 

Sin embargo, cuando tenemos en cuenta una perspectiva más amplia se aprecia mucho mejor 

el efecto del cambio de régimen y en este caso el impacto negativo de la dictadura franquista. 

 

5.- Conclusiones 

Aunque a veces se ha negado la importancia de los factores políticos para el crecimiento del 

gasto social, los resultados del caso español muestran que sí que fueron importantes. En 

España, la democracia tuvo un efecto claramente positivo tanto sobre los niveles como sobre 

la tendencia a largo plazo del gasto social. De hecho, con la llegada de la democracia en 1931 

se inició un proceso de modernización que implicaba el tránsito de un régimen tradicional 

de gasto social (caracterizado por niveles muy bajos de gasto social) a un régimen moderno 

de gasto social (con altos niveles de gasto social). Este proceso de transformación, sin 

embargo, se vio interrumpido por la dictadura franquista, que revirtió el cambio de tendencia 

iniciado en 1931 y retrasó el crecimiento definitivo del gasto social. No obstante, es 

interesante señalar en ese sentido que la dictadura no provocó una vuelta a los niveles previos 

a 1931, sino que, como se ha dicho, frenó el crecimiento del gasto social iniciado 

previamente. Esto significa que el efecto negativo de la dictadura sobre los niveles de gasto 
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social solo sería visible después de algún tiempo, lo que a su vez podría ayudar a explicar 

por qué algunos estudios han fallado a la hora de identificar el efecto negativo de las 

dictaduras (y no solo en España). Si en lugar de utilizar una perspectiva de largo plazo como 

la de este trabajo, el análisis adopta una perspectiva temporal demasiado corta es posible que 

no se llegue a captar dicho efecto negativo. Al mismo tiempo, los resultados de este trabajo 

revelan que analizar los cambios de tendencia en el largo plazo en lugar de solo los cambios 

de nivel puede ser útil para entender la verdadera naturaleza del impacto de cada régimen 

político sobre el gasto social. 

Los resultados de las regresiones muestran, además, otros matices interesantes sobre el papel 

de los factores políticos. La inestabilidad política durante los años de dictadura dio lugar a 

aumentos moderados del gasto social, aunque fueron del todo insuficientes para compensar 

el efecto negativo de la falta de democracia. Por otro lado, la introducción del sufragio 

universal masculino a finales del siglo XIX (en un contexto de caciquismo y fraude electoral 

generalizado) no tuvo ningún impacto positivo sobre el gasto social. Sí que lo tuvo, en 

cambio, el tímido crecimiento electoral experimentado por la socialdemocracia en ese mismo 

contexto poco democrático. Aparentemente, la élite política de la Restauración reaccionó, al 

menos en parte, ante las demandas desde abajo, aunque los niveles de gasto social se 

mantuvieron muy bajos durante todo el periodo. Durante los años de democracia, en cambio, 

no se observa ningún efecto significativo de los gobiernos de izquierdas sobre el gasto social 

(con la excepción quizás de los años 30). Esto se explica, en parte, por el efecto de la 

democracia per se (que obliga a todos los partidos a tener en cuenta las preferencias de todos 

los ciudadanos), pero también por la aparición del consenso keynesiano (cuyo equivalente –

tardío- en España son los Pactos de la Moncloa de 1977). Seguramente por eso el papel de 

los partidos de izquierdas fue más visible en los años 30 (antes del consenso keynesiano) y 

en la Restauración (cuando las preferencias de los grupos de renta baja eran ignoradas 

sistemáticamente). 
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Tablas 

 

Tabla 1 

Contrastes de raíces unitarias (en niveles y diferencias) 

 

Especificación del test: 
constante  

Especificación del test: 
tendencia y constante 

 

Augmented 

Dickey-Fuller 

test  

Phillips-Perron 

test  

Augmented 

Dickey-Fuller 

test  

Phillips-Perron 

test  

Variables t-Statistic  t-Statistic   t-Statistic  t-Statistic  

En niveles                  

Log(gasto social) -0.060  0.050   -1.849  -2.039  

Log(PIB per cápita) 1.706  2.076   -0.467  -0.269  

Log(población 65) 3.711  3.278   0.164  -0.259  

Log(Gini) -2.545  -2.446   -2.535  -2.437  

Log(apertura) -2.108  -2.049   -2.694  -2.600  

Log(ingresos fiscales/deuda pública) -0.840  -0.743   -1.761  -1.580  

          

En diferencias          

Log(gasto social) -16.243***  -17.229***   -16.217***  -17.362***  

Log(PIB per cápita) -9.589***  -9.589***   -9.920***  -9.896***  

Log(población 65) -14.610***  -14.558***   -15.728***  -15.238***  

Log(Gini) -14.349***  -14.438***   -14.302***  -14.392***  

Log(apertura) -10.241***  -13.403***   -10.265***  -13.397***  

Log(ingresos fiscales/deuda pública) -8.823***  -8.851***    -8.794***  -8.823***  

Hipótesis nula: la variable tiene una raíz unitaria, * rechazo al 10%, ** rechazo al 5%, *** rechazo al 1%. 

Fuentes: ver texto. 

 

Tabla 2 

Test de cointegración de Engle-Granger 

Especificación del modelo t-statistic  

    

Constante  -10.358***  

Tendencia y constante -10.407***  
Notas: test a partir de las regresiones de la tabla 3. 
Hipótesis nula: las series no están cointegradas, *** rechazo al 1%.  
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Tabla 3 

Determinantes del gasto social en España (1850-2000) 

          

Variable dep.: Log(gasto social) OLS     DOLS     FMOLS     

          

Sufragio masculino -0.472 [0.098] *** -0.571 [0.129] *** -0.525 [0.096] *** 

Sufragio masculino * dip. socialistas 0.688 [0.172] *** 0.572 [0.282] ** 0.709 [0.168] *** 

Democracia 1.874 [0.243] *** 1.753 [0.353] *** 1.842 [0.239] *** 

Democracia * gobierno izquierdas 0.088 [0.107]  0.096 [0.157]  0.119 [0.104]  

Dictadura 0.357 [0.224]  0.160 [0.336]  0.326 [0.219]  

Dictadura*cambios gobierno 0.370 [0.058] *** 0.468 [0.115] *** 0.406 [0.057] *** 

 

Log(PIB per cápita) -1.694 [0.290] *** -1.875 [0.388] *** -1.913 [0.280] *** 

Log(población 65) 1.841 [0.695] *** 2.846 [0.961] *** 2.313 [0.690] *** 

Log(Gini) -0.696 [0.259] *** -0.895 [0.382] ** -0.744 [0.257] *** 

Log(apertura) 0.360 [0.119] *** 0.115 [0.186]  0.308 [0.118] ** 

Log(ingresos fiscales/deuda pública) -0.006 [0.083]  -0.008 [0.125]  -0.003 [0.081]  

Constante 12.383 [2.923] *** 13.680 [3.877] *** 14.458 [2.824] *** 

Tendencia temporal 0.016 [0.006] ** 0.016 [0.009] * 0.017 [0.006] ** 

          

R2 ajustado 0.990   0.993   0.991   

S.E. of regression 0.263   0.221   0.257   

Obs.  147     147     147     

Nota: el método de estimación es mínimos cuadrados ordinarios en la columna 1, Dynamic Least Squares en la columna 2, y Fully Modified 

Least Squares en la 3. Todas las regresiones incluyen una dummy temporal para el periodo posterior a la guerra civil. Espuelas (2013) 

advierte que debido a un problema con las fuentes originales hay un salto en su serie de gasto social en 1967. Para controlar por ello se ha 

incluido también una dummy temporal para el periodo posterior a dicho año. Los resultados principales se mantienen cuando se elimina 

una o ambas variables, aunque la bondad del ajuste de las regresiones disminuye. Errores estándar entre paréntesis, * significativo al 10%, 

** significativo al 5%, *** significativo al 1%. 
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Tabla 4 

Determinantes del gasto social en España (1850-2000) 

          

Variable dep.: Log(gasto social) OLS     DOLS     FMOLS     

          

Sufragio masculino -0.434 [0.096] *** -0.447 [0.125] *** -0.485 [0.091] *** 

Sufragio masculino * dip. socialistas 0.699 [0.167] *** 0.571 [0.260] ** 0.699 [0.158] *** 

Democracia 1.659 [0.245] *** 1.409 [0.351] *** 1.644 [0.234] *** 

Democracia * gobierno izquierdas -0.031 [0.111]  0.027 [0.149]  0.030 [0.104]  

2a república * gobierno izquierdas 0.811 [0.257] *** 1.699 [0.578] *** 0.787 [0.243] *** 

Dictadura 0.353 [0.217]  0.206 [0.320]  0.308 [0.207]  

Dictadura*cambios gobierno 0.312 [0.059] *** 0.370 [0.124] *** 0.345 [0.056] *** 

 

Log(PIB per cápita) -1.530 [0.286] *** -1.337 [0.417] *** -1.743 [0.270] *** 

Log(población 65) 2.238 [0.685] *** 3.047 [0.875] *** 2.548 [0.664] *** 

Log(Gini) -0.644 [0.251] ** -0.442 [0.382]  -0.637 [0.244] ** 

Log(apertura) 0.290 [0.118] ** 0.066 [0.178]  0.240 [0.114] ** 

Log(ingresos fiscales/deuda pública) 0.049 [0.082]  0.121 [0.124]  0.063 [0.078]  

Constante 10.299 [2.904] *** 8.043 [4.325] * 12.587 [2.742] *** 

Tendencia temporal 0.011 [0.006] * 0.003 [0.010]  0.012 [0.006] ** 

          

R2 ajustado 0.991   0.994   0.991   

S.E. of regression 0.255   0.212   0.247   

Obs.  147     147     147     

Nota: sobre los métodos de estimación, ver nota a la tabla 3. Errores estándar entre paréntesis, * significativo al 10%, ** significativo al 

5%, *** significativo al 1%. 
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Tabla 5 

Determinantes del gasto social en España (1850-2000) 

Variable dep.: Log(gasto social) OLS     DOLS     FMOLS     

          

Post-1931 dummy 2.062 [0.274] *** 1.905 [0.300] *** 2.018 [0.251] *** 

Post-1931 tendencia 0.058 [0.014] *** 0.037 [0.017] ** 0.050 [0.013] *** 

Post-1931 tendencia al cuadrado -.0004 [0.000] ** -.0001 [0.000]  -.0003 [0.000] * 

Post-1931 dummy*dictadura 0.596 [0.472]  0.444 [0.689]  0.629 [0.443]  

Post-1931 tendencia*dictadura -0.041 [0.011] *** -0.034 [0.016] ** -0.041 [0.010] *** 

          

Sufragio masculino -0.387 [0.096] *** -0.413 [0.111] *** -0.410 [0.087] *** 

Sufragio masculino * dip. socialistas 0.667 [0.173] *** 0.372 [0.248]  0.650 [0.158] *** 

Democracia * gobierno izquierdas 0.054 [0.104]  -0.089 [0.135]  0.070 [0.094]  

Dictadura 0.331 [0.219]  0.029 [0.267]  0.316 [0.200]  

Dictadura*cambios gobierno 0.264 [0.068] *** 0.378 [0.112] *** 0.296 [0.062] *** 

          
 

Log(PIB per cápita) -1.341 [0.423] *** -1.489 [0.594] ** -1.449 [0.386] *** 

Log(población 65) 1.866 [0.692] *** 2.752 [0.802] *** 2.187 [0.643] *** 

Log(Gini) -0.397 [0.259]  -0.376 [0.352]  -0.406 [0.242] * 

Log(apertura) 0.364 [0.145] ** -0.017 [0.222]  0.342 [0.133] ** 

Log(ingresos fiscales/deuda pública) 0.115 [0.097]  0.252 [0.132] * 0.145 [0.088]  

Constante 8.814 [4.936] * 10.777 [6.876]  9.795 [4.520] ** 

Tendencia temporal 0.008 [0.008]  0.008 [0.010]  0.008 [0.008]  

          

R2 ajustado 0.991   0.994   0.992   

S.E. of regression 0.252   0.211   0.244   

Obs.  147     147     147     

Nota: sobre los métodos de estimación, ver nota a la tabla 3. Errores estándar entre paréntesis, * significativo al 10%, ** significativo al 

5%, *** significativo al 1%. 
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